CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 53/2012.
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTE.-  D. XXXXX y otros XXXXX.
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXXX.
LAUDO 1 / 2013
En Toledo, a ocho de enero de dos mil trece.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la Dirección General de Relaciones Laborales y de Seguridad y Salud Laboral, en la localidad de XXX, XXX, número X, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR - 53/2012, en virtud de Resolución de fecha de 09 de noviembre de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX Y OTROS XXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE TALES ANTE XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXXXX, que actúa en el presente procedimiento junto con otros socios cuyos números de socio y de documento de identidad constan en el escrito de solicitud, estando todos ellos legitimados activamente en este procedimiento en su calidad de socios de la   cooperativa agraria  XXXXX, en su escrito inicial de fecha 13 de agosto de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que el demandante promotor junto con el resto de socios firmantes, solicitó del Consejo Rector de la cooperativa por escrito de fecha 11 de julio de 2012, la celebración de una Asamblea con carácter extraordinaria, por considerar de manera literal que “dado que en la asamblea ordinaria de 24 de junio de 2012 no se llegaron a debatir todos los puntos incluidos en el orden del día”.
SEGUNDO.-    Señalaron en su escrito de inicio del presente procedimiento los solicitantes la revisión de una serie de irregularidades que a su juicio, habían acontecido en el desarrollo de la Asamblea General ordinaria celebrada el día 24 de junio de 2012 en la localidad donde se domicilia la entidad, XXXX, provincia de Toledo.
Esa serie de irregularidades se concretaban en los siguientes puntos:
a) Irregularidades en la elección de vocales.

Se alegó que si cada vocal del Consejo representaba a una localidad, únicamente los socios domiciliados en aquélla podían votar al mismo, pero que en dicha Asamblea se había votado al vocal correspondiente a los reservados a XXXXX por todos los socios presentes en la Asamblea, hecho que contravenía los Estatutos. 
Junto a lo anterior, se alegaba que los votos por representación debían estar firmados, habiendo comprobado que tal firma no existía en algunos casos. Finalmente, aunque expresado de una forma difícil de entender para este Árbitro, se alegaba la existencia de una lista cerrada con votos ya prefijados antes de de que se presentaran candidatos.

b) Números de los socios cooperativistas son intransferibles.

Se argumentaba que el número de socio XX de la S.A.T. XXX “XXXXX”, cuyo representante debía firmar el acta junto con otra socia designada por la Asamblea impugnada, no se correspondía con el que figuraba en el Libro Registro de Socios, dado que en éste constaba con ese número de socio D. XXXXX.
c) Derecho de los socios al acceso a los libros sociales.

Que considerando que el derecho de los socios a ejercer su derecho de acceso de los libros sociales debe desarrollarse en el domicilio social de la entidad, se alegaba que el Libro de Actas se encuentra indebidamente en depósito en el domicilio particular del Secretario del Consejo Rector, según se habría comunicado en la propia Asamblea de fecha 24 de junio de 2012.
d) Aportación de toda la producción a la cooperativa.

Se alega que existiendo la obligación de aportar toda su producción por parte de los socios a la entidad, se estaría incumpliendo por miembros del Consejo Rector, aunque no se identifican a los presuntos infractores.
e) Incompatibilidad de cargos.

Al igual que en el punto anterior, se alega que dos de los vocales estarían incurriendo en incompatibilidad, al estar desarrollando respectivamente los cargos de alcalde y concejal, aunque tampoco son identificados por los demandantes en su escrito de inicio.

f) No finalización de la Asamblea.

Por parte de los socios demandantes se señala también que la Asamblea celebrada el 24 de junio de 2012 no habría finalizado, dado que tanto el Consejo Rector como el contable habrían abandonado la Asamblea antes de concluir el debate sobre todos los puntos fijados en el orden del día.

g) Elección de los cargos del Consejo Rector.

Los solicitantes señalan que en las Asambleas han ido eligiéndose únicamente los vocales, mientras que el resto de cargos se eligen dentro del propio Consejo, siendo siempre reelegidos los mismos socios para los cargos de Presidente y Vicepresidente.

Finalmente, los socios reiteran que habiendo solicitado la celebración de una Asamblea General con carácter extraordinario, no se había recibido respuesta alguna a la misma a la fecha del escrito de arbitraje.

TERCERO.-   Que por todo lo expuesto solicitó del Árbitro que se “subsanaran las irregularidades” que hubieran podido concurrir, aportando éste el necesario asesoramiento técnico y la mediación entre los socios y el Consejo Rector.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XX – XXXXXX provincia de Toledo, en XXXXX, s/n, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del ICA de Toledo, D. XXXXX, colegiado nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Doña XXXXX, provista de DNI nº XXX; que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 24 de octubre de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Alegó la demandada de forma correlativa a los diferentes asuntos planteados por los socios demandantes en su escrito de solicitud, fijando así el objeto del presente procedimiento arbitral:
a) Irregularidades en la elección de vocales.

La sociedad demandada se opuso a las irregularidades descritas transcribiendo el artículo 37.1 de los Estatutos, según el cual “Todos los miembros titulares del Consejo Rector serán elegidos por la Asamblea General en votación secreta por el mayor número de votos, hasta completar los Consejeros objeto de renovación, respetando la reserva objetiva de Consejeros por localidades (…)”; de manera que frente a lo expuesto por la parte demandante si existe estatutariamente establecido un procedimiento de elección de los miembros del Consejo Rector, junto con un proceso electoral que respeta la adscripción de la reserva por localidad.
Alegó la sociedad que sobre la presunta irregularidad descrita sobre votos de socios representados y no firmados, la misma desconocía esa situación, aunque en el escrito de inicio no se habían identificado los referidos votos irregulares, ni tampoco se había hecho mención a los mismos durante la celebración de la Asamblea.

Finalmente, también la entidad contradecía la afirmación efectuada sobre  la existencia de una lista cerrada en la elección de los vocales, por su incompatibilidad con lo previsto en el artículo 37.1 de la noma estatutaria, cuando señala que “el carácter de elegibles de los socios no podrá subordinarse a su proclamación como candidatos, pudiéndose votar a cualquier socio con independencia de que se haya presentado o no su candidatura”.
b) Números de los socios cooperativistas son intransferibles.

Alegó de contrario la cooperativa que D. XXXXX, socio número XX según consta en el Libro Registro de Socios, actuaba en su calidad de presidente de la S.A.T. que era socia de la entidad, habiendo apoderado la sociedad por escritura de fecha 27 de julio de 2007 a Dña. XXXXX y a D. XXXXX.
c) Derecho de los socios al acceso a los libros sociales.

Reconociendo de inicio el derecho de acceso de los socios a los libros sociales, de acuerdo a lo establecido en el artículo 36 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, se alega que en nada se impide el ejercicio del citado derecho  por encontrarse dichos libros baja la custodia del Secretario de la cooperativa, pues amparándose en el artículo 94.4 de la Ley de Cooperativas, y ante la concurrencia de diversas incidencias acaecidas con el personal administrativo en la sede social de la entidad, las cuales según la demandada habrían hecho necesaria esa medida para salvaguardar los intereses de la entidad.
d) Aportación de toda la producción a la cooperativa.

La sociedad se opuso a lo alegado por no haberse ni probado la citada denuncia ni tampoco identificado a los presuntos infractores, y porque tratándose en este arbitraje sobre la impugnación del acta de la Asamblea de fecha 24 de junio de 2012, no estaba ese asunto dentro de los establecidos en el orden del punto del día ni tampoco se trató en la misma bajo otra fórmula, no pudiendo ser así objeto de este procedimiento.

e) Incompatibilidad de cargos.

Se mantuvo en su escrito por la demandada que, del tenor literal del artículo 57.5 de la Ley de Cooperativas, se deduce que aunque dos de los vocales del Consejo Rector de la entidad desempeñan los cargos de alcalde y de concejal, al no ocupar dicho cargos “funciones que se relacionen con las actividades propias de la cooperativa de que se trate”, no existe la incompatibilidad alegada por los socios demandantes.
f) No finalización de la Asamblea.

La cooperativa demandada en su alegación Sexta señaló que en la propia Acta se recoge que se determinó por la Presidencia de la Asamblea el cierre de la sesión, dada la imposibilidad fáctica para continuar en su desarrollo y que ya se había tratado la totalidad de los puntos del orden del día, incluyendo los ruegos y preguntas.
Respecto de la finalización de la Asamblea ésta se habría decretado por la presidencia, dentro de las facultades conferidas a la misma por el artículo 48.4 de la Ley de Cooperativas, velando así por el desarrollo respetuoso de la Asamblea.

g) Elección de los cargos del Consejo Rector.

Respecto a la alegación vertida en este punto por los socios demandantes, la cooperativa mantiene que al amparo del artículo 66.4 de la Ley de Cooperativas: “Los miembros del Consejo serán elegidos por la Asamblea General. Los cargos de presidente/a y secretario/a serán elegidos, de entre sus miembros, por el propio Consejo Rector, salvo disposición en contrario de los estatutos”; pero incurre en contradicción la cooperativa ya que el propio artículo 37.1 de los Estatutos que invoca en otros apartados determina que la totalidad de miembros del Consejo Rector serán elegidos directamente por la Asamblea, posibilidad si recogida por la norma legal, por lo que el procedimiento de elección se encuentra amparado simultáneamente tanto por la norma legal como la estatutaria, considerando además que la normativa electoral para la designación de los vocales de la cooperativa se adoptó en el año 2008, con pleno conocimiento de los demandantes.
CUARTO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de solicitud, y declarara que la Asamblea General ordinaria celebrada en fecha 24 de junio de 2012 había sido “correcta y por tanto procedente”.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 30 de noviembre de 2012, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sitos en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento             DON XXXXX, con la asistencia letrada de D. XXXXX, colegiado nº XX del ICA de Toledo, cuyo apoderamiento se realizó apud acta ante el Árbitro; así como de la parte demandada   COOPERATIVA XXXXX,  representada en este acto por la letrada del ICA de Toledo Dña. XXXXX, con DNI nº XXX, colegiada nº XX del ICA de Toledo, actuando en representación de Dña. XXXXX, presidente del Consejo Rector, con DNI nº XXX, cuyo apoderamiento apud acta se realizó ante la Secretaria de la Comisión de Arbitraje, Mediación y Conciliación.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Para dar cumplimiento a la consecución del objeto de este vista preliminar, el Árbitro se dirigió a la parte demandante para que concretara el objeto del arbitraje ante la confusa y desordenada redacción de su escrito de inicio, dado que se había acumulado en el mismo pretensiones sobre hechos y acuerdos adoptados en la Asamblea General impugnada, junto con otras denuncias en materia de incumplimiento de obligaciones societarias o por la existencia de incompatibilidades de los miembros del Consejo entre otras.
Por parte de la demandante se concretó entonces su solicitud en la ilegalidad de la elección de los cargos sociales en la Asamblea General ordinaria celebrada en fecha 24 de junio de 2012, tanto en la forma como en el procedimiento electoral desarrollado durante la misma, así como en la derivada composición del Consejo Rector, alegando que las modificaciones estatutarias que según la cooperativa amparaban la elección se habían realizado indebidamente y sin que las mismas se hubieran adoptado por los socios en debida forma.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, aportando en dicho momento al procedimiento copia del acta de la referida Asamblea de 24 de junio de 2012.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, dándose entonces por concluida esta vista preliminar.

Ante las nuevas alegaciones efectuadas por la parte demandante y ante la falta de documentación en el procedimiento que permita conocer la identidad de los componentes que desempeñan los cargos sociales en la entidad, el órgano arbitral concedió al amparo del artículo 24.1 del Reglamento nuevo período de prueba, en el que señaló a la cooperativa demandada y, en su caso, subsidiariamente a los demandantes, la necesidad de aportar la siguiente documentación:

· Certificación de los cargos sociales a fecha de este arbitraje.

· Certificación de los cargos sociales que regían con inmediatez a la celebración de la Asamblea de junio de 2012.

· Estatutos ya modificados y resolución sobre la inscripción de las adaptaciones.

· Acta del Consejo Rector posterior a la Asamblea impugnada.

Y a petición de la parte demandada, que hace suya este Árbitro, el acta de la Asamblea de fecha 22 de junio de 2008, en la que se aprobó la modificación de Estatutos.

Se decretó con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones, sin perjuicio de que posteriormente se aportara la documentación requerida acreditando las alegaciones señaladas en la presente vista, y pudiendo someterse la documentación a contradicción por las partes, a través de escritos presentados ante este órgano arbitral.
En fecha 10 de diciembre de 2012, se remitió a este órgano arbitral únicamente por la cooperativa certificación literal de la hoja registral de la demandada, emitida por la Unidad Provincial de Toledo del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha. Posteriormente se dio traslado de dicha certificación a los socios demandantes, haciendo éstos entrega a este Árbitro de copia de las actas correspondientes a las Asambleas celebradas en los últimos seis ejercicios (24/6/2007 – 22/6/2008 - 21/6/2009 - 27/6/2010 – 26/6/2011 – 24/6/2012) y considerando como insuficientes los medios de prueba aportados por la contraparte.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, a expensas de la posterior remisión de medios de prueba documentales, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación, con la adición por los socios demandantes al presente procedimiento de su impugnación sobre la modificación estatutaria aprobada por Asamblea General de fecha 22 de junio de 2008.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuyen el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional regulada en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 09 de noviembre de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, que por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación se nombró Árbitro a quien suscribe el presente Laudo.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria en lo no previsto, según lo previsto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 13 de agosto de 2012, petición que se fundamenta en el artículo 167 de la Ley de Cooperativas y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

La elección de la modalidad de Derecho del presente arbitraje se justifica en que la misma viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para esta modalidad de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre la solicitud de nulidad de los acuerdos adoptados por Asamblea General ordinaria de fecha 24 de junio de 2012, en concreto de los adoptados al amparo del punto número quinto del orden del día
Considerando que la parte demandante, de su extenso escrito de solicitud, había fijado como único objeto principal de su demanda frente a la sociedad cooperativa la elección del vocal que corresponde estatutariamente, de entre el total de reservados a la localidad de XXXXXX, lo que junto con otras irregularidades invalidarían total o parcialmente el desarrollo de la Asamblea impugnada, precisa de una previa labor de valoración de los hechos acaecidos, a la vista de la documentación aportada por las partes.
El artículo 44.2 de la Ley de Cooperativas señala que: “La asamblea general ordinaria es la que debe celebrarse una vez al año, dentro de los seis meses siguientes al cierre del ejercicio anterior, para decidir necesariamente, sin perjuicio de cualquier otro asunto propio de su competencia, sobre la censura de la gestión social, la aprobación, si procediere, de las cuentas anuales y la aplicación de los resultados sociales (….)”; es decir, que entre sus competencias exclusivas a ejecutar en dicha Asamblea se recoge en la letra a) del artículo 43.1 de la norma legal: “Nombramiento y revocación de los miembros del órgano de administración, de la auditoría de cuentas, de los liquidadores o, si se previeren, de los interventores o las interventoras (…)”.
De la lectura de los referidos preceptos queda acreditada la competencia de dicho órgano social en la elección de todos los miembros del Consejo Rector, por ello sería ajustado a Derecho el punto quinto del orden del día, en los términos que aparecen recogidos en el acta incorporada, que son los de:  “5º) Renovación del cargo de vocal de Espinoso del Rey (Aurelio Muñoz) por dimisión”;  máxime cuando en la certificación registral de fecha 15 de diciembre de 2011, se inscribe con el asiento nº 47 el acta del Consejo Rector como consecuencia de la dimisión de D.XXXXX, siendo elegido como Secretario del Consejo D. XXXXX.
Ahora bien, dando por supuesto este Árbitro que el contenido del Acta de la Asamblea impugnada es veraz, y así debe ser calificado en tanto que consta la firma de los dos socios que en dicha Asamblea fueron designados a tal fin – en concordancia con los requisitos establecidos en el párrafo segundo del artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas -,  debe rechazarse de plano que frente a lo deducido en el escrito de demanda, la presencia en dicha Asamblea de Dña. XXXXX, con DNI nº XXX, actuando en representación de la S.A.T. “XXXX”, entidad socia de la cooperativa XXXXX, se ajusta plenamente a Derecho por acreditar dicho apoderamiento por escritura otorgada ante el Notario de Talavera de la Reina (Toledo), D. XXXXX en fecha 27 de julio de 2007, con número de protocolo XXX.
La legalidad del acta en cuanto a su forma no ampara necesariamente el contenido de la misma, que en este caso es manifiestamente confuso e incompleto en líneas generales, de forma que pierde gran parte de su virtualidad jurídica al impedir su finalidad fundamental: el conocimiento preciso y detallado como documento acreditativo de lo acaecido en el acto más básico para la actividad de una cooperativa; como son las asambleas generales y los acuerdos adoptados en ellas.
El artículo 52.1 de la Ley de Cooperativas, al establecer el contenido mínimo de un acta establece, entre otros, los siguientes: “d)  Resumen de las deliberaciones sobre las propuestas sometidas a votación; e) Intervenciones que las personas interesadas hayan solicitado que consten en acta; f) Los acuerdos tomados, indicando los términos de las votaciones  y los resultados de cada una de ellas”.
Para una valoración acorde a Derecho del acta de la Asamblea, debe este Laudo transcribir el contenido del punto quinto del orden del día, reproduciendo así literalmente ese apartado del acta impugnada:

“5º) Se produce la renovación del vocal de XXXXX por dimisión, interviene la señora presidenta, haciendo saber a los presentes que no hay que elegir a un vocal sino a dos porque aparte de D. XXXXX (Secretario). También había dimitido D. XXXXX (vocal).

Se presentan:

XXXXX. 66 votos.

XXXXX. 26 votos.

XXXXX. 29 votos.

XXXXX. 12 votos.

Varios socios declaran la intención de impugnar las votaciones, porque según los Estatutos que los socios tienen, artículo 37 Elección y proceso electoral. Al ser vocales de XXXXX sólo los tienen que votar los socios de XXX y no los de otros pueblos, como así se hizo. Además se pidió que aparte de todo lo que consta en acta se pusiera que toda la papeleta que venga con un solo voto no era válida, y las que fueran sin firmar de los votos por representantes tampoco serían válidas, según decisión de los socios presentes. En esos momentos la presidenta dijo que los estatutos que estaba mostrando la Srta. XXXXX empleada de la cooperativa e incitadora de este jaleo, eran los antiguos ordenando a la Srta. XXXXX que bajara a por los nuevos para que fueran leídos públicamente, (…)”.
De la lectura de dicho fragmento del acta de la Asamblea de 24 de junio de 2012 se observan una serie de irregularidades graves tanto en el fondo como en la forma del acuerdo reproducido en el párrafo anterior:
a) Según el apartado 4 del artículo 46 de la Ley de Cooperativas: “La convocatoria ha de expresar con claridad el orden del día con los asuntos a tratar (…)”, es decir, no puede ser unilateralmente modificado por el Consejo Rector el contenido de un punto del orden del día, incluyendo en este caso la votación para un nuevo cargo social no previsto originalmente en la convocatoria efectuada de acuerdo a las exigencias y plazos estatutarios. 
Aplicando una interpretación extensiva a este caso de lo previsto en el apartado 5 del mismo precepto, que establece la necesidad de publicar los nuevos asuntos que se hubieran solicitado con posterioridad a la publicación de la convocatoria de la Asamblea - siempre que lo pida el porcentaje de socios solicitantes establecido legal o estatutariamente -, debiendo entonces hacerse público el nuevo orden del día con una antelación de cuatro días a la celebración de la Asamblea en la forma establecida para la convocatoria, so pena de ser causa de nulidad de la Asamblea, derivándose ya de la aplicación de este precepto la calificación como nulos de los acuerdos adoptados en el punto 5º del orden del día de la Asamblea General ordinaria de fecha 24 de junio de 2012.
b) La regulación prevista en el artículo 37 de los Estatutos sociales, en su redacción más reciente del año 2008, recoge que si bien “todos los miembros titulares del Consejo rector serán elegidos por la Asamblea General en votación secreta por el mayor número de votos”, cada socio, en el momento de aprobarse su solicitud de admisión, quedará adscrito a la localidad (a efectos exclusivamente de elecciones de Consejeros) elegida por el mismo siempre que ostente alguna explotación olivarera en la misma, bien en propiedad, arrendamiento u otras formas de tenencia admitidas en derecho. Se limita estatutariamente a que ningún socio podrá quedar adscrito a más de una localidad, existiendo un listado de socios que fije los que corresponden a cada una de éstas. Aspecto este que no consta que se haya respetado en el desarrollo de la elección de los cargos sociales en la asamblea, al haberse infringido lo previsto en los párrafos cuarto y octavo del artículo 37.2 que expresamente señalan que: “La papeleta de votación constará de los Consejeros que se presentan por cada localidad para que el socio pueda elegir a sus candidatos”;  pero que además, esa reserva de cargos tiene su definición cuando se dice que “se dará cuenta del resultado final y se procederá a la proclamación como Consejeros de los candidatos que mayor número de votos hayan obtenido por cada localidad objeto de renovación…”. De lo recogido en el acta, y así se alega por los socios demandantes, se puede deducir que no se han realizado esos trámites, habiendo votado todos los socios con independencia de la reserva que estatutariamente se establece para determinados municipios en la composición del Consejo Rector.
c) Finalmente, a la nulidad que sobre el fondo del acuerdo adoptado en la Asamblea se ha acreditado en este Laudo se suma la anulabilidad que afecta a la forma de aquel, dado que el apartado segundo del artículo 37 exige procedimentalmente la constitución de la Mesa Electoral, que “estará formada por un Presidente y un Secretario, elegidos por la Asamblea, asistidos por el Técnico o Gerente de la cooperativa, entre personas no afectas a la renovación parcial”.  Circunstancias todas ellas que no constan en el acta, ni tan siquiera con la mera identificación de esos obligados componentes de la Mesa Electoral.
d) Por el contrario, cabe desestimar íntegramente por este Árbitro las impugnaciones vertidas por algunos socios inicialmente en el acta y posteriormente en su escrito de inicio respecto a la invalidez de los votos con un único nombre, dado que siempre y cuando se respete la reserva establecida estatutariamente para el ejercicio del derecho de voto de los adscritos a las listas de los municipios, tanto el propio ejercicio del derecho de voto como el de ser elector y elegible, previsto para los socios en las letras a) y b) del artículo 35.3 de la Ley de Cooperativas, no supone  la correlativa obligación de su ejercicio o de que el mismo tenga un sentido determinado, ni tampoco puede deducirse que el hecho de ejercer el voto con un solo nombre supone la existencia de una lista cerrada, dado que el artículo 37.2 de los Estatutos Sociales establece taxativamente que no se admitirán las candidaturas en listas cerradas.
Igualmente carece de argumentación la impugnación recogida en el acta sobre los votos por representación de esa Asamblea, por cuanto que corresponde a la Presidencia – artículo 48.4 de la Ley - ordenar la confección de la lista de asistentes a cargo de la secretaría, decidiendo sobre las representaciones defectuosas, proclamando el número de asistentes y la existencia o no de quórum suficiente para la válida constitución de la Asamblea, de forma que habiéndose constituido ésta y con ello reconocido validez de inicio a los socios representados, siempre que se cumplan los requisitos del artículo 50 de la Ley de Cooperativas, tienen plena eficacia esos votos representados en la adopción de los acuerdos asamblearios. 

Para finalizar, la aplicación del artículo 48.4 de la Ley de Cooperativas, motiva la desestimación también de la impugnación efectuada sobre la finalización de la Asamblea, pues corresponde a la Presidencia de la Asamblea dirigir el desarrollo de la misma, velar por su correcto orden, con la facultad incluso de expulsar a aquéllos asistentes que hagan obstrucción o falten el respeto gravemente a la Asamblea o a alguno de los asistentes.
Del cúmulo de irregularidades e incumplimientos que se han acreditado tanto en el contenido como en la forma del el punto número quinto del orden del día de la Asamblea General ordinaria de fecha 24 de junio de 2012, junto con el irregular desarrollo seguido en el proceso electoral y para la proclamación de los cargos sociales de la cooperativa XXXXX, solo cabe concluir al amparo del artículo 54.2 de la Ley de Cooperativas declarar por este órgano arbitral la NULIDAD de los acuerdos adoptados en dicho punto quinto del orden del día, por infracción del artículo 46 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, en aplicación de la competencia reconocida a este órgano en la materia objeto de debate por el párrafo segundo del artículo 54.7 de la referida norma legal.
Los efectos de la nulidad declarada deberán ser ponderados de acuerdo a lo establecido en el artículo 54.8 de la Ley de Cooperativas, de manera que: “La sentencia estimatoria de la acción de impugnación producirá efectos frente a todos los socios, pero no afectará a los derechos adquiridos por terceros de buena fe a consecuencia del acuerdo impugnado.”; lo que en su aplicación a la actividad ordinaria de la cooperativa y con el fin último de garantizar en todo momento la continuidad en la misma, se decreta la aplicación de lo previsto en el artículo 61 de la Ley de Cooperativas respecto a las vacantes del órgano de administración – en este caso el Consejo Rector -, que en su apartado cuarto establece que: “Las vacantes que se produzcan se cubrirán, en caso de que no existieren suplentes, en la primera asamblea general que se celebre”, aunque en tanto se produzca la convocatoria de la misma, regirá el párrafo segundo del apartado primero del artículo 61 en cuanto a que “la persona afectada deberá seguir ocupando el cargo hasta que se haya celebrado asamblea general…”; la cual deberá ser convocada con carácter inmediato por el Consejo Rector, una vez haya alcanzado firmeza el presente Laudo o ambas partes desistan expresamente de impugnar éste.
CUARTO.- Solicitud de Asamblea General, con carácter extraordinario, por los socios de la entidad
Este órgano arbitral quiere someter al examen de este Laudo la solicitud de Asamblea General extraordinaria, que en fecha 11 de julio de 2012, se entregó por parte de los socios demandantes en este procedimiento al Consejo Rector de la entidad, dado que si bien la convocatoria de una Asamblea corresponde exclusivamente al órgano de administración en todo caso – artículo 45.1 de la Ley de Cooperativas -, se prevé que deberá realizarla con carácter obligatorio para la celebración de una Asamblea General extraordinaria cuando reciba la solicitud de una minoría  de socios que representen un 10 por ciento del total, o que, sin alcanzar ese porcentaje, alcancen la cifra de cincuenta, aunque esa minoría deberá indicar en su solicitud los asuntos a tratar en el orden del día.
Por ello, si bien debe ser subsanada la solicitud de Asamblea aportada al no acompañarla de un orden del día en la misma, así como facilitar una identificación indubitada sobre los datos de los socios solicitantes, deberá convocarse en debida forma y plazo la Asamblea solicitada si se reitera aquélla cumpliendo los requisitos legalmente establecidos.
QUINTO.-   Sobre el derecho de los socios al acceso de los libros sociales
Este órgano arbitral hace suyos los argumentos esgrimidos por la cooperativa demandada, en cuanto que al artículo 94.4 de la Ley de Cooperativas, al regular la documentación social, establece únicamente que: “Los libros y demás documentos de la cooperativa estarán bajo la custodia, vigilancia y responsabilidad del órgano de administración (…)”, sin que se exprese la necesidad de que su depósito se realice en el domicilio social. 
Aunque esa disposición efectuada por el órgano de administración en ningún caso podrá alegarse para impedir u obstaculizar el legítimo ejercicio del derecho de información de los socios, cuyo reconocimiento y garantía se fija en el artículo 36 de la Ley de Cooperativas, y de la responsabilidad que se pudiera derivar para el Consejo Rector o alguno de sus componentes por la pérdida o deterioro de los libros sociales.
SEXTO.-  Respecto a la alegada incompatibilidad de algunos miembros del Consejo Rector e incumplimientos en cuanto a la aportación de producto a la cooperativa
Como se ha venido expresando, este arbitraje no va a entrar en estas alegaciones, pero si debe señalar, porque así constan éstas en el procedimiento, que cualquier denuncia o imputación frente a los titulares de algún órgano social o frente a cualquier otro socio individual o socios, no son admisibles de ninguna forma sin identificar plenamente a los presuntos infractores y sin que ningún medio de prueba sustente dicha afirmación, dado que podrían dichas conductas de los socios denunciantes ser susceptibles de ser tipificadas y sancionadas en el propio ámbito de la cooperativa, por el descrédito y los perjuicios causados tanto a la entidad como a los socios.
SÉPTIMO.-  Sobre la nulidad de la modificación estatutaria efectuada por acuerdo de la Asamblea de fecha y valoración de los medios de prueba
Ante la alegación que se plantea a este Árbitro sobre el desconocimiento que, según la parte demandante, existe entre los socios de la cooperativa demandada respecto de la modificación estatutaria que afectó a los artículos 36, 37, 38 y 41 de los Estatutos Sociales, y que además no coincidirían con los términos del acuerdo aprobado en la Asamblea General ordinaria de fecha 22 de junio de 2008, este Árbitro no puede decretar resolución alguna, al no haber sido objeto del procedimiento arbitral y exceder por ello las competencias de este órgano.
Si bien se alega por la parte demandante insuficiencia en el material probatorio aportado por la cooperativa sobre la titularidad de los órganos sociales y la modificación estatutaria antes citada, este Árbitro a la vista de la certificación literal emitida por la Unidad Provincial de Toledo del Registro de Cooperativas y en base a lo previsto en el artículo 24.2 del Reglamento de procedimiento arbitral en el que rige el principio de libre valoración de la prueba: “Los árbitros decidirán sobre la admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas propuestas, así como sobre su práctica  y valoración”; considera completado el requerimiento probatorio a la cooperativa demandada, dada la calificación que establecen los apartados 4 y 5 del artículo 19 de la Ley de Cooperativas, que sobre la eficacia del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha señalan que:
“4. Los encargados del Registro calificarán la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos de toda clase en cuya virtud se solicita la inscripción, así como la capacidad y legitimación de los que los otorguen o suscriban y la validez de su contenido, por lo que resulta de ellos y de los asientos del Registro.

5. El contenido del Registro se presume exacto y válido. Sus asientos están bajo la salvaguarda de los Tribunales y producirán todos los efectos prevenidos en la presente Ley y sus normas de desarrollo en tanto no se inscriba la declaración judicial o administrativa de inexactitud o nulidad. La presunción de exactitud y validez no alcanza a las cuentas anuales ni al informe de auditoría depositado en el Registro. La inscripción no convalida los actos y contratos que sean nulos de acuerdo con las leyes.”
La validez y presunción de veracidad que ostenta la inscripción registral se ve aún más reforzada al tratarse de una modificación estatutaria, dado que el artículo 20 de la Ley de Cooperativas le otorga a esa inscripción el carácter constitutivo, y habiéndose aportado además copia de la certificación de 26 de junio de 2008 del acuerdo asambleario de modificación, emitida por el Secretario del Consejo Rector de la cooperativa en esa fechas, D. XXXXX, con DNI nº XXX.

Frente a los anteriores, existen otros actos societarios con simple eficacia declarativa registral, como el caso de los asientos referentes a la inscripción de cargos del Consejo Rector, que se declaran como válidos salvo prueba en contrario.
Otro problema distinto es que, de acuerdo a la letra a) del artículo 36.1 de la Ley de Cooperativas, al fijar el contenido mínimo del derecho de información de los socios se establece, entre otros, el siguiente: “Recibir copia de los estatutos sociales y, si existiese, del reglamento de régimen interno y de sus modificaciones, con mención expresa del momento de entrada en vigor de estas.”; aspecto éste que a la vista de lo reflejado en los debates recogidos en el acta de fecha 24 de junio de 2012 se puede deducir no haber sido cumplido total o parcialmente por la entidad, por lo que cabría la reclamación por los socios del cumplimiento por el Consejo Rector de la referida obligación de entrega de ejemplares actualizados de los Estatutos vigentes.
Por lo anteriormente expuesto, este órgano arbitral no toma en consideración la impugnación alegada sobre la modificación estatutaria que se propugna, sin perjuicio de que si a su derecho conviene pueda solicitar un nuevo procedimiento arbitral o jurisdiccional, distinto del presente, para que se pudiera solicitar su declaración de nulidad.

OCTAVO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por D. XXXXX y otros XXXXX frente a la entidad cooperativa XXXXX, decretando así la NULIDAD de los acuerdos y nombramientos de componentes del Consejo Rector adoptados en el punto número quinto del orden del día de la Asamblea General ordinaria celebrada el día 24 de junio de 2012, otorgando plena validez al resto de acuerdos adoptados y la misma celebración de la misma. Se desestima por este órgano el resto de impugnaciones planteadas, sin perjuicio de la aplicación por la sociedad cooperativa o la invocación por los socios de la normativa que sobre las mismas se incorpora en este Laudo.
SEGUNDO.-   Los efectos de la nulidad declarada deberán ser aplicados de acuerdo a los límites establecidos en el artículo 54.8 de la Ley de Cooperativas, por lo que en su aplicación a la actividad ordinaria de la cooperativa y con el fin de garantizar y salvaguardar la continuidad en la misma, dado que los acuerdos anulados afectan a la misma composición del órgano de administración, se decreta la aplicación de lo previsto en el artículo 61 de la Ley de Cooperativas respecto a las vacantes obligadas del órgano de administración – en este caso el Consejo Rector -, que en su apartado cuarto establece que: “Las vacantes que se produzcan se cubrirán, en caso de que no existieren suplentes, en la primera asamblea general que se celebre”, aunque en tanto se produzca la convocatoria de la misma, regirá el párrafo segundo del apartado primero del artículo 61 en cuanto a que “la persona afectada deberá seguir ocupando el cargo hasta que se haya celebrado asamblea general…”; por lo cual dicha Asamblea General deberá ser convocada con carácter inmediato por el Consejo Rector, una vez haya alcanzado firmeza el presente Laudo o, en su caso, ambas partes desistan expresamente de impugnar éste.

TERCERO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a ocho de enero de dos mil trece.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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